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Radicación No. 76001-23-31-000-2002-90657-01

Expediente 19577 
Actor: Fundación Empresarial para el Desarrollo de Yumbo y otros

FALLO

 CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN CUARTA

Consejera ponente: MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA

Bogotá, D.C. veintitrés (23) de septiembre de dos mil trece (2013)

Radicación:       76001-23-31-000-2002-90657-01 [19577]
Demandante:    FUNDACIÓN EMPRESARIAL PARA EL DESARROLLO DE YUMBO Y OTROS
Demandada:      MUNICIPIO DE YUMBO – VALLE DEL CAUCA
Asunto: Acción de simple nulidad – Alumbrado Público

FALLO

Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 30 de septiembre de 2011 del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, mediante la cual negó las pretensiones de la demanda.

ANTECEDENTES

El Concejo del Municipio de Yumbo – Valle del Cauca, en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, expidió los Acuerdos Municipales que se relacionan a continuación:

1. Acuerdo 0002 de 22 de junio de 2000 “Por medio del cual se autoriza al Alcalde Municipal para contratar el servicio de alumbrado público y se establecen unas tarifas” 
.
2. Acuerdo 0026 de 11 de septiembre de 2001 “Por medio del cual se modifica el Acuerdo Municipal 002 del 22 de junio de 2000” 
.
LA DEMANDA

La Fundación Empresarial para el Desarrollo de Yumbo – FEDY, la Asociación Colombiana de Medianas y Pequeñas Industrias ACOPI – Seccional Valle del Cauca, la Corporación para el Desarrollo Integral de Gran Dapa – CORDAPA y BEIERDSDORF S.A., a través de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de nulidad prevista en el artículo 84 del C.C.A., demandaron la nulidad de los artículos 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º y 9º (parcialmente) del Acuerdo 0002 de 22 de junio de 2000 y la totalidad del Acuerdo 0026 de 11 de septiembre de 2001 expedidos por el Concejo Municipal de Yumbo – Valle del Cauca, cuyo texto es el siguiente: 
Acuerdo 0002 de 22 de junio de 2000

“Por medio del cual se autoriza al Alcalde Municipal para contratar el servicio de alumbrado público y se establecen unas tarifas”

“ARTÍCULO SEGUNDO: Establecer la tarifa del servicio de Alumbrado Público del Municipio en el sector residencial, en un valor a cobrar así: 
	ESTRATO
	VALOR IMPUESTO MENSUAL

	ESTRATO 1
	$150.oo

	ESTRATO 2
	$200.oo

	ESTRATO 3
	$580.oo

	ESTRATO 4
	$3.400.oo

	ESTRATO 5
	$3.690.oo

	ESTRATO 6
	$5.970.oo


ARTÍCULO TERCERO: Establecer una tarifa del servicio de Alumbrado Público del Municipio de Yumbo para los sectores comercial y oficial según el nivel de tensión en la cual se reciban el suministro de energía eléctrica con valores a cobrar así:

	SECTOR
	VALOR IMPUESTO MENSUAL

	Comercial Baja Tensión
	$8.400.oo

	Comercial Media Tensión
	$34.400.oo

	Comercial Alta Tensión
	$58.000.oo


SECTOR OFICIAL:

Se estipulará el cinco por ciento (5%) del valor del consumo mensual de energía eléctrica, para todos los niveles de tensión en la cual reciban el suministro, con un tope máximo de cuatro (4) salarios mínimos mensuales vigentes, exceptuándose las entidades de carácter oficial del Orden Municipal.

PARÁGRAFO: El local comercial que tenga un área inferior a 40 metros cuadrados se le cobrara la tarifa de acuerdo al estrato en la cual se encuentre.

ARTÍCULO CUARTO: Establecer la tarifa del servicio de Alumbrado Público del Municipio de Yumbo, para los usuarios del sector Industrial en un 5%, 6% o 7% de acuerdo al nivel de tensión de energía eléctrica con unos topes máximos y mínimos establecidos en número de salarios mínimos mensuales vigentes de acuerdo a la siguiente tabla.

	NIVEL DE TENSIÓN
	PORCENTAJE
	MÍNIMO
	MÁXIMO

	Baja tensión
	5%
	1 S.M.L.V.
	3 S.M.L.V.

	Media Tensión
	5%
	2 S.M.L.V.
	5 S.M.L.V.

	Media Alta Tensión
	6%
	5 S.M.L.V.
	12 S.M.L.V.

	Alta Tensión
	7%
	7 S.M.L.V.
	15 S.M.L.V.


ARTÍCULO QUINTO: Establecer la tarifa del Servicio de Alumbrado Público del Municipio para los lotes y predios no construidos, en un 10% aplicable sobre el valor total del impuesto predial, dicha tarifa será cobrada solidariamente con el impuesto predial de cada lote o predio sin construir.
ARTÍCULO SEXTO: Se facturará a otros usuarios del servicio del alumbrado público.

	OTROS
	VALOR IMPUESTO

	Provisionales
	$10.000.oo mensuales

	Autogeneradores
	$500.oo por KW instalado

	Congeneradores
	$400.oo por KW instalado


ARTÍCULO SÉPTIMO: La Tesorería Municipal, deberá facturar, recaudar y transferir a la entidad que preste el servicio de Alumbrado Público, los valores obtenidos por la aplicación del impuesto de Alumbrado Público, a través del recaudo del Impuesto Predial estipulada en el Artículo Quinto del presente Acuerdo.

ARTÍCULO OCTAVO: Las anteriores tarifas del Artículo segundo, tercero, cuarto y sexto solamente podrán ser indexadas, teniendo en cuenta el I.P.C. del año inmediatamente anterior de conformidad con las directrices establecidas por EL DANE.

ARTÍCULO NOVENO: Los excedentes del flujo de caja propuesto para el caso de licitantes o convenios deberán ser invertidos en subsidio a los diferentes sectores. Se autoriza al alcalde para comprometer las rentas del impuesto de alumbrado público por el período del contrato y/o convenio.

PARÁGRAFO: Si durante el Desarrollo del convenio, contrato o concesión lo recaudado por concepto de la tarifa de alumbrado público, fueren inferiores a los requerimientos económicos previstos en el flujo financiero proyectado necesarios para mantener el equilibrio contractual, el concesionario deberá establecer las acciones legales y administrativas para el cumplimiento del mismo.

(…)”.
Acuerdo 0026 de 11 de septiembre de 2001

“Por medio del cual se modifica el Acuerdo Municipal 002 del 22 de junio de 2000”

“ARTÍCULO PRIMERO: Modifíquese el Artículo Segundo del Acuerdo Municipal número 002 de junio 22 de 2000 “POR MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL PARA CONTRATAR EL SERVICIO DE ALUMBRADO PÚBLICO Y SE ESTABLECEN UNAS TARIFAS”, el cual quedará así:

ARTÍCULO SEGUNDO: Establecer la tarifa del servicio de alumbrado público del Municipio de Yumbo en el sector residencial, en un valor a cobrar así:

	ESTRATO
	VALOR DEL IMPUESTO MENSUAL

	1
	$500

	2
	$600

	3
	$1.300

	4
	$4.000

	5
	$7.000

	6
	$13.000


ARTÍCULO SEGUNDO: Modifíquese el Artículo 3º del Acuerdo Municipal No. 002 de junio 22 de 2000 “POR MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL PARA CONTRATAR EL SERVICIO DE ALUMBRADO PÚBLICO Y SE ESTABLECEN UNAS TARIFAS”, el cual quedará así:

ARTÍCULO TERCERO: Establecer la tarifa mensual del servicio de alumbrado público del municipio de Yumbo, para el sector comercial según el nivel de tensión en el cual reciban el suministro de energía eléctrica con valores a cobrar así:

	SECTOR
	IMPUESTO MENSUAL

	Comercial baja Tensión
	$10.000.oo

	Comercial Media Tensión
	$30.000.oo

	Comercial Media Alta Tensión
	$30.000.oo


Los locales comerciales cuya área sea inferior a 40m2, deberán pagar el impuesto de conformidad con el estrato residencial en el cual se encuentren ubicados.

Para el sector oficial se establece la tarifa mensual del 5% del valor del consumo mensual de energía eléctrica, para los niveles de tensión en el cual reciba el suministro, con un tope máximo de cuatro (04) salarios mínimos mensuales vigentes, exceptuándose a las entidades de carácter oficial del orden municipal, quienes quedarán exentas del impuesto.

ARTÍCULO TERCERO: Modifíquese el Artículo 4º del Acuerdo Municipal número 002 de junio 22 de 2000 “POR MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL PARA CONTRATAR EL SERVICIO DE ALUMBRADO PÚBLICO Y SE ESTABLECEN UNAS TARIFAS”, el cual quedará así:

ARTÍCULO CUARTO: Establecer la tarifa mensual del servicio de alumbrado público del municipio de Yumbo, para los usuarios del sector industrial en un 8%, 9%, 10% y 10%, aplicable sobre el valor total de la facturación mensual del servicio de energía eléctrica, de acuerdo con el nivel de tensión de energía eléctrica así:

	Baja Tensión
	8%

	Media Tensión
	9%

	Media Alta Tensión
	10%

	Alta Tensión
	10%


La aplicación de esta tarifa, tendrá un tope máximo de 15 salarios mínimos mensuales vigentes.

PARÁGRAFO: Para efectos de conveniencia social, el concedente y el concesionario revisarán dos (02) meses después a partir de la aprobación de este Acuerdo, las tarifas estipuladas en el presente artículo, para lo cual a la mesa de concertación correspondiente serán llamados representantes de:

a) Organizaciones comunitarias

b) Del sector industrial

c) Del sector Comercial

d) Microempresarial

Salvando en todo el caso el alto interés social del Municipio en materia de excedentes económicos para la inversión municipal; la equidad y el desarrollo de todos.

ARTÍCULO CUARTO: Modifíquese el Artículo 5º del Acuerdo Municipal No. 002 de 2000 “POR MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL PARA CONTRATAR EL SERVICIO DE ALUMBRADO PÚBLICO Y SE ESTABLECEN UNAS TARIFAS” el cual quedará así:

ARTÍCULO QUINTO: Establecer la tarifa anual de servicio de alumbrado público para los lotes y predios no construidos en un 5%; dicha tarifa será cobrada conjuntamente con el impuesto predial de cada lote o predio sin construir.

ARTÍCULO QUINTO: Modifíquese el Artículo 9º del Acuerdo Municipal No. 002 de junio 22 de 2000 “POR MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL PARA CONTRATAR EL SERVICIO DE ALUMBRADO PÚBLICO Y SE ESTABLECEN UNAS TARIFAS”, el cual quedará así:

ARTÍCULO NOVENO: Los excedentes del flujo de caja propuesto para el caso de licitantes o convenios deberán ser invertidos en subsidio a los diferentes sectores. Inicialmente y para los valores adeudados por el Municipio por concepto de alumbrado público, podrán ser utilizados para abonar el pago de dicha deuda. Se autoriza al Alcalde para comprometer estos excedentes, hasta la terminación del actual mandato de gobierno.

ARTÍCULO SEXTO: El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de publicación y deroga las normas que le sean contrarias”. 
Citó como normas violadas las siguientes:

· Artículos 6º, 29, 95 numeral 9º, 122, 313 numeral 4º y 338 de la Constitución Política de Colombia.

· Decreto 1333 de 1986 Título X de los bienes y rentas municipales.

· Artículos 25, 31 y 73 de la Ley 136 de 1994.
· Reglamento interno del Concejo de Yumbo, Acuerdo 0028 de 1994, modificado por el artículo 40 del Acuerdo 0011 de 1998.

· Artículo 1º de la Ley 97 de 1913.

· Artículo 1º de la Ley 84 de 1915.
El concepto de violación se sintetiza así:
1. Violación de las normas por inexistencia de ley que autorice la creación y cobro del impuesto de alumbrado público
Afirmó que de acuerdo con el numeral 4º del artículo 313 de la Constitución Política, la potestad impositiva de los concejos municipales está supeditada a lo dispuesto por el legislador en materia de impuestos.
Señaló que, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional
 y el Consejo de Estado
, las ordenanzas departamentales y los acuerdos municipales que adopten tributos, deben someterse a los marcos establecidos por la Ley. Al respecto transcribió apartes de la sentencia C-040 del 11 de febrero de 1993 y concluyó que los concejos municipales solo pueden establecer los impuestos, tasas o contribuciones previamente creados o autorizados por la ley.

Sostuvo que si bien la Ley 97 de 1913 otorgó la facultad al Concejo de Bogotá para crear, establecer, regular y recaudar el impuesto de alumbrado público y dicha atribución fue extendida a los demás municipios a través de la Ley 84 de 1915, pero este impuesto no fue codificado en el Decreto 1333 de 1986 que reglamentó lo referente a impuestos, tasas y contribuciones. Por consiguiente, no existe ley o decreto con fuerza de ley que haya precisado los elementos estructurales del tributo, ni tampoco que haya fijado los parámetros para determinarlos.

Dijo que ninguna de las normas constitucionales y legales, con base en las cuales se expidieron los actos demandados, autoriza crear o crea el impuesto de alumbrado público, que fue regulado por el Concejo Municipal de Yumbo. Agregó que, no obstante lo anterior, el ente demandado expidió los Acuerdos 0002 de 2000 y 0026 de 2001, mediante los cuales estableció los elementos esenciales del tributo. Agregó que los sujetos pasivos del impuesto de alumbrado público se definieron como los usuarios del servicio de energía eléctrica y se estableció la tarifa con base en la calidad de suscriptores, según la actividad y estratificación del suscriptor. 

Precisó que de acuerdo con la regulación contenida en los acuerdos objeto de demanda, el tributo se factura a los suscriptores de un servicio diferente, esto es, el servicio público domiciliario de energía eléctrica y la tarifa se cobra teniendo en cuenta una base gravable que no tiene relación con el servicio de alumbrado público, sino con el servicio de energía eléctrica.

Concluyó que los actos administrativos acusados violan lo preceptuado en la Constitución Política, pues no existe ley que consagre las pautas para crear un impuesto y señalar sus elementos esenciales y, ante la ausencia de dicha normativa, ninguna corporación municipal de elección popular tiene facultades para desarrollar el impuesto de alumbrado público.
2. Violación de las normas por el trámite que se siguió en el Concejo para dar primer debate al Acuerdo 0026 de 2001
Explicó que según lo previsto en la Ley 136 de 1994, los Acuerdos Municipales se aprueban en dos debates. El primero se surte en la comisión permanente, de acuerdo con la distribución de competencias dispuesta en el reglamento interno del Concejo Municipal y el segundo debate se realiza en la plenaria de la Corporación. 

Sostuvo que la Corte Constitucional
 y el Consejo de Estado
 se han pronunciado en lo referente al trámite de aprobación de las leyes, ordenanzas y acuerdos en la comisión respectiva, en el sentido de indicar que todas las actuaciones del Congreso, las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales, deben ceñirse a lo dispuesto en los respectivos reglamentos y que un error en el trámite vicia de nulidad el acto respectivo. 

Expuso que la actuación del Concejo Municipal de Yumbo – Valle del Cauca incurrió en flagrante violación de lo dispuesto en los artículos 6º, 29 y 122 de la Constitución Política y 25, 31 y 173 de la Ley 136 de 1994, por cuanto el trámite y aprobación del  primer debate se surtió en la comisión primera o de plan y tierras del Concejo de Yumbo, y no en la comisión segunda o de presupuesto, como correspondía. 

De manera que, el acuerdo demandado está viciado de nulidad, pues el trámite que se le dio para su creación no corresponde a lo establecido en el reglamento interno del Concejo Municipal.

OPOSICIÓN

El apoderado del Municipio de Yumbo – Valle del Cauca, se opuso a las pretensiones de la demanda, así:

Excepciones:

Falta de legitimación en la causa por pasiva: Sostuvo que se configura esta excepción pues, según lo dispuesto en el Acuerdo 044 de 24 de diciembre de 1997, el Concejo Municipal de Yumbo goza de plena autonomía administrativa y presupuestal, por lo tanto, la demanda no debió interponerse contra la administración central, esto es, el Municipio, sino directamente contra el Concejo Municipal.

Constitucionalidad y legalidad de los actos demandados: Porque los actos demandados se sustentaron en las normas constitucionales y legales citadas en los Acuerdos.

En cuanto al fondo del asunto, precisó que al municipio como entidad fundamental del Estado, le corresponde prestar los servicios públicos que determine la ley, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 367 C.P. Agregó que el artículo 5º de la Ley 142 de 1994 también establece la competencia de los municipios en cuanto a la prestación de los servicios públicos domiciliarios, la cual ejercen en los términos de la ley y los reglamentos. 

Señaló que los Acuerdos 0002 de 22 de junio de 2000 y 0026 de 11 de septiembre de 2001 están ajustados a los preceptos constitucionales y legales citados en los actos demandados. Además están debidamente motivados y expedidos con fundamento en las resoluciones de la Comisión de Regulación de Energía y Gas “CREG” y en la facultad concedida por la Ley 84 de 1915, potestad con la que cuentan los Concejos Municipales para crear el impuesto de alumbrado público, establecer su cobro y su recaudo. 

Por último, en relación con los vicios de trámite para la expedición del Acuerdo 026 de 2001, señaló que el Concejo Municipal realizó el primer debate ante la Comisión Primera o del Plan, que de conformidad con el Reglamento Interno del Concejo Municipal de Yumbo (art. 117, Acuerdo 0011 del 18 de agosto de 1998) le corresponde conocer de los proyectos relacionados con autorizaciones al Alcalde para celebrar los respectivos contratos. Sin embargo, indicó que por un error de transcripción en la certificación suscrita por el Secretario General del Concejo Municipal, se hizo alusión a la Comisión del Plan y Tierras así denominada por el Acuerdo 28 de 1994 – anterior Reglamento del Concejo- y no a la Comisión Primera o del Plan. 

LA SENTENCIA APELADA
El Tribunal Administrativo de Valle del Cauca negó las súplicas de la demanda, con fundamento en lo siguiente:
En cuanto a la falta de legitimidad en la causa por pasiva, sostuvo que el municipio es el ente territorial que goza por disposición constitucional y legal de personería jurídica y es quien tiene capacidad para ser parte en un proceso.

Expuso que de conformidad con lo señalado por el Consejo de Estado
, el impuesto de alumbrado público tuvo su origen en la Ley 97 de 1913, en virtud de la cual el Legislador autorizó al Concejo de Bogotá para establecer el tributo, organizar su cobro y darle el destino más conveniente para atender los servicios municipales, facultad que fue extendida por la Ley 84 de 1915 a las demás entidades territoriales del nivel municipal. 

Con base en la jurisprudencia transcrita, estimó que la facultad consagrada en el artículo 338 C.P. permite señalar que los concejos municipales gozan de una autonomía reforzada para fijar los elementos del impuesto de alumbrado público creado por la ley.

En el presente caso, el Concejo Municipal de Yumbo, en uso de sus facultades constitucionales, estableció el gravamen dentro del límite de sus competencias a través de los acuerdos demandados, es decir, determinó los parámetros para el cobro del impuesto de alumbrado público, en ejercicio de las competencias asignadas a los concejos municipales. Resaltó que el demandante no expuso el concepto de la violación respecto de los apartes demandados del artículo noveno del Acuerdo 002 de 2000, razón por la cual no debía realizar análisis sobre el particular.

En cuanto al trámite de aprobación en el Concejo Municipal del Acuerdo 0026 de 2001, indica que este se surtió en vigencia del Acuerdo 0011 de 1998 contentivo del reglamento del ente de elección popular, en donde prevé que la comisión primera o del plan tiene la función de conocer los proyectos relacionados con autorizaciones al Alcalde para celebrar contratos, mientras que a la comisión segunda o de presupuesto le compete conocer los proyectos de Acuerdo sobre impuestos, tasas y contribuciones, gravámenes y reducciones, extensiones y redistribución por programas e incremento de tales gravámenes. 

Señaló el a quo que, en el presente caso, el acto administrativo es de contenido mixto porque no solo reglamenta el tributo de alumbrado sino que además autorizó al Alcalde para contratar el servicio de alumbrado público. Entonces, de acuerdo con la sentencia C-760 de 2001 que estudia las irregularidades que constituyen vicios en la formación de la ley, concluyó que la presunta irregularidad alegada por la actora no afectó el acto administrativo, porque el primer debate en una u otra comisión no afecta aspectos sustanciales del acuerdo, ya que el segundo debate se realiza en la plenaria del concejo municipal, y por ende, se garantiza su conocimiento por parte de todo el cuerpo colegiado para su aprobación.

RECURSO DE APELACIÓN
La parte demandante interpuso el recurso de apelación y solicitó que se revoque la decisión de primera instancia y, en su lugar, se acceda en su totalidad a las súplicas de la demanda con fundamento en lo siguiente:

Insistió en el argumento según el cual, el Acuerdo 0026 de 11 de septiembre de 2001 fue aprobado en primer debate por la comisión del plan y tierras, que no tenía competencia para realizar el estudio en esa materia, por cuanto al ser un acuerdo municipal mediante el cual se establece y regula un impuesto, el primer debate y su aprobación era competencia de la comisión de presupuesto del concejo municipal. Agregó que este aspecto no es meramente procedimental como se afirma en la sentencia apelada y no se subsana por el hecho de haber sido debatido en plenaria para el segundo debate.

De otra parte, indicó que lo autorizado por la Ley 97 de 1913 fue la creación del impuesto sobre el servicio de alumbrado público y en los Acuerdos demandados lo que se creó fue un impuesto a los usuarios del servicio público domiciliario de energía eléctrica, a los propietarios de predios, a los industriales o comerciantes, etc., es decir que, no corresponde a lo autorizado por la Ley 97 de 1913.

En el Acuerdo 002 de 2000 no se establece un impuesto sino una tarifa por el servicio de alumbrado público, sin dar aplicación a los principios de equidad y progresividad. Además, el Concejo Municipal de Yumbo estableció una base gravable que no tiene relación con el servicio de alumbrado público, como es el servicio de energía eléctrica, así:

1. En el sector residencial: la base gravable según el estrato socioeconómico de los predios.

2. En el sector comercial: la tarifa según la tensión con que estos sujetos pasivos reciben el servicio público domiciliario de energía eléctrica.

3. En el sector industrial: la base gravable según el consumo del servicio público domiciliario de energía eléctrica.

4. Para los predios no construidos: la base gravable sobre el valor total del impuesto predial liquidado a cada predio, es decir, que crea un impuesto sobre el impuesto predial.

5. Para otros usuarios del servicio de alumbrado público, establece nuevos sujetos pasivos como son los cogeneradores y autogeneradores de energía eléctrica a quienes les liquida el impuesto sobre la capacidad instalada de generación de energía eléctrica, que no tiene ninguna relación con el servicio de alumbrado público, lo cual viola los artículos 287 numeral 3º, 313 numeral 4º y 338 C.P.

Señaló que, el Acuerdo 026 de 2001 igualmente estableció las tarifas para la liquidación del impuesto de alumbrado público, lo cual no corresponde a lo autorizado por la Ley 97 de 1913.

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN
El demandante reiteró lo expuesto en el recurso de apelación.

El demandado y el Ministerio Público guardaron silencio en esta oportunidad.
CONSIDERACIONES DE LA SALA
La demandante controvierte la legalidad de los artículos 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º y 9º (parcial) del Acuerdo 0002 de 22 de junio de 2000 y del Acuerdo 0026 de 11 de septiembre de 2001, proferidos por el Concejo Municipal de Yumbo – Valle del Cauca.

El Tribunal negó las pretensiones de la demanda al considerar que la autoridad territorial tiene la competencia para determinar los elementos del impuesto de alumbrado público y porque no se configuró el alegado vicio en el trámite frente al Acuerdo 0026 de 2001, por el hecho que haya sido la Comisión Primera del Concejo Municipal la que haya surtido el primer debate para su aprobación.
Teniendo en cuenta el marco de la demanda y los términos del recurso de apelación, corresponde a la Sala establecer:

1) Si el Concejo Municipal de Yumbo tenía facultades para determinar los elementos del impuesto de alumbrado público en esa jurisdicción.
2) Si la base gravable del impuesto de alumbrado público fue fijada de acuerdo con el hecho imponible del tributo.
3) Si el acuerdo municipal 00026 del 11 de septiembre de 2001 «Por medio del cual se modifica el acuerdo municipal 002 del 22 de junio de 2000», está viciado de nulidad al haber sido estudiado en primer debate en la comisión del plan y no en la comisión del presupuesto. 
Facultad impositiva territorial
Esta Sala ha considerado que con la entrada en vigencia de la Carta Política de 1991, se mantuvieron los principios de legalidad tributaria y de autonomía de las entidades municipales consagrados en la anterior Constitución, al disponer en el artículo 338, lo siguiente:

“ARTICULO 338. En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas de los impuestos. 

       (…)” (Subrayas fuera de texto)

La norma constitucional transcrita introduce como modificación que  sean la Ley, las ordenanzas o los acuerdos las que determinen los elementos del tributo, en clara concordancia y desarrollo de los principios de descentralización y autonomía de las entidades territoriales, consagrados en los artículos 1°, 287-3, 300-4 y 313-4 de la Carta, al conferirles a las Asambleas Departamentales y a los Concejos Municipales la potestad de establecer los diferentes aspectos de la obligación tributaria.
En relación con lo anterior, la Corte Constitucional, respecto del artículo 338 de la Carta, ha sostenido:
“Ante lo afirmado en la demanda, es necesario destacar que el aludido precepto constitucional no tiene el sentido de concentrar en el Congreso la competencia exclusiva y excluyente para establecer los elementos de todo tributo, incluidos los que establezcan las asambleas departamentales y los concejos municipales y distritales, pues ello implicaría, ni más ni menos, el desconocimiento del ámbito propio e inalienable que la Constitución reconoce a las entidades territoriales en cuanto al establecimiento de gravámenes en sus respectivos territorios.

(…)

“Cuando la Constitución estatuye que tales competencias de los cuerpos de elección popular habrán de ser ejercidas de acuerdo con la ley no está dando lugar a la absorción de la facultad por parte del Congreso, de tal manera que las asambleas y los concejos deban ceder absolutamente su poder de imposición al legislador. Este, por el contrario, al fijar las pautas y directrices dentro de las cuales obrarán esas corporaciones, tiene que dejar a ellas el margen que les ha sido asignado constitucionalmente para disponer, cada una dentro de las circunstancias y necesidades específicas de la correspondiente entidad territorial, lo que concierne a las características de los gravámenes que vayan a cobrar.

“Por eso, el mismo artículo 338 de la Constitución, que el demandante estima violado, dispone con claridad que no solamente la ley sino las ordenanzas y los acuerdos son los actos que consagrarán directamente los elementos de los tributos. Tal competencia está deferida, pues, según que el gravamen sea nacional, departamental, distrital o municipal, al Congreso, a las asambleas y a los concejos.

(…)

 “Dentro de ese contexto, la referencia a la obligación de señalar en el acto creador del impuesto los elementos esenciales de la obligación tributaria ha de entenderse hecha, según el tipo de gravamen, por el nivel territorial al que corresponda, de lo cual se infiere que si el legislador, como puede hacerlo (artículos 295, 300-4 y 313-4), decide regular o establecer normas generales sobre tributos del orden departamental, municipal o distrital, no se le puede exigir, ni debe permitírsele, que en la ley respectiva incluya directamente todos los componentes del tributo (hecho gravable, base gravable, sujetos activos, sujetos pasivos y tarifas) o, en los casos de tasas y contribuciones, el método y el sistema para recuperación de  costos  o  la  participación  en beneficios -como sí está obligado a hacerlo tratándose de tributos nacionales-, pues su función no es, ni puede ser, según las reglas de la descentralización y la autonomía de las entidades territoriales, la de sustituir a los órganos de éstas en el ejercicio de la competencia que les ha sido asignada por la Constitución. (Negrillas y subrayas fuera de texto). 

De acuerdo con lo anterior, la Sala advierte que el artículo 338 de la Constitución Política señala la competencia que tienen los entes territoriales para que, a través de sus órganos de representación popular, determinen los presupuestos objetivos de los gravámenes de acuerdo con la ley, sin que tal facultad sea exclusiva del Congreso, pues de lo contrario se haría nugatoria la autorización que expresamente la Carta les ha conferido a los Departamentos y Municipios en tales aspectos.

Resulta del caso resaltar el concepto de autonomía de las entidades territoriales, sobre el que la Corte Constitucional ha indicado:

“La Constitución institucionalizó el concepto de autonomía, con el fin de acentuar y fortalecer la descentralización territorial, de modo  que las entidades territoriales gocen de un ámbito de libertad e independencia política, administrativa y fiscal, para la gestión de sus propios intereses, aunque bajo las limitaciones que se derivan de la Constitución y las que el legislador puede imponer respetando el núcleo o la esencia de dicha autonomía.

Conforme al art. 287 de la Constitución es expresión de la autonomía el reconocimiento de las facultades que poseen las entidades territoriales para gobernarse por autoridades propias, ejercer competencias específicas acordes con la libertad de gestión de sus intereses, y administrar sus propios recursos, sea que éstos provengan de los tributos que establezcan o de la participación en las rentas nacionales, con el propósito de atender a la realización de los cometidos que se les han asignado”. (Subrayas fuera de texto). 

Con base en los anteriores argumentos, la Sala cambió su jurisprudencia para reconocer la facultad que tienen los Concejos Municipales para establecer, a partir de la Ley 97 de 1913, los elementos del impuesto sobre teléfonos, consideraciones que son igualmente aplicables al impuesto de alumbrado público que tiene su fundamento en la misma Ley.

En efecto, el impuesto de alumbrado público tiene origen legal en la Ley 97 de 1913, en virtud de la cual, el Legislador autorizó al Concejo Municipal de Bogotá para establecer un impuesto “sobre el servicio de alumbrado público”, así: 

“Artículo  1º.- El Concejo Municipal de la ciudad de Bogotá puede crear libremente los siguientes impuestos y contribuciones, además de los existentes hoy legalmente; organizar su cobro y darles el destino que juzgue más conveniente para atender a los servicios municipales, sin necesidad de previa autorización de la Asamblea Departamental:

(…)

d. Impuesto sobre el servicio de alumbrado público”. 

Esta facultad conferida al Concejo de Bogotá, fue  extendida por la Ley 84 de 1915, a las demás entidades territoriales del nivel municipal, así:

“ARTÍCULO 1. Los Concejos Municipales tendrán las siguientes atribuciones, además de las que les confiere el artículo 169 de la Ley 4 de 1913.

a). Las que le fueron conferidas al Municipio de Bogotá por el artículo 1 de la Ley 97 de 1913, excepto la de que trata el inciso b) del mismo artículo, siempre que las Asambleas Departamentales los hayan concedido o les concedan en lo sucesivo dichas atribuciones.”
El literal d) del artículo 1º de la Ley 97 de 1913, fue declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-504 de 2002, en la que, con base en lo expuesto sobre la autonomía tributaria de los entes territoriales, se precisó que corresponde a los Concejos Municipales determinar los elementos de los tributos cuya creación autorizó la citada Ley:

“En efecto, tal como lo ha venido entendiendo esta Corporación, el artículo 338 superior constituye el marco rector de toda competencia impositiva de orden nacional o territorial, a cuyos fines concurren primeramente los principios de legalidad y certeza del tributo, tan caros a la representación popular y a la concreción de la autonomía de las entidades territoriales.  Ese precepto entraña una escala de competencias que en forma directamente proporcional a los niveles nacional y territorial le permiten al Congreso de la República, a las asambleas departamentales y a los concejos municipales y distritales imponer tributos fijando directamente los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables y las tarifas.  En consonancia con ello el artículo 313-4 constitucional prevé el ejercicio de las potestades impositivas de las asambleas y concejos al tenor de lo dispuesto en la Constitución Política y la ley, siempre y cuando ésta no vulnere el núcleo esencial que informa la autonomía territorial de los departamentos, municipios y distritos.
(…)

“Destacando en todo caso que mientras el Congreso tiene la potestad exclusiva para fijar todos los elementos de los tributos de carácter nacional;  en lo atinente a tributos del orden territorial debe como mínimo crear o autorizar la creación de los mismos, pudiendo a lo sumo establecer algunos de sus elementos, tales como el sujeto activo y el sujeto pasivo, al propio tiempo que  le respeta a las asambleas y concejos la competencia para fijar los demás elementos impositivos, y claro, en orden a preservar la autonomía fiscal que la Constitución le otorga a las entidades territoriales.  Es decir, en la hipótesis de los tributos territoriales el Congreso de la República no puede establecerlo todo. 

(…)

“Al respecto nótese cómo la norma establece válidamente el sujeto activo y algunos sujetos pasivos –empresas de luz eléctrica y de gas-, y los hechos gravables, dejando al resorte del Concejo de Bogotá la determinación de los demás sujetos pasivos y de las tarifas”. (Negrillas fuera de texto).

En esas condiciones, la Ley 97 de 1913 constituye lo que la Corte Constitucional ha denominado una “ley de autorizaciones”, es decir, el “elemento mínimo” que necesitan los entes territoriales frente a los impuestos que administran, porque “tratándose de recursos propios de las entidades territoriales no hay razón para que el legislador delimite cada uno de los elementos del tributo, pues de esa forma cercenaría la autonomía fiscal de que aquéllas gozan por expreso mandato constitucional”
.

Entonces, en esa misma línea jurisprudencial, esta Sección ha señalado que los entes territoriales tienen la facultad para establecer los elementos del impuesto de alumbrado público, y así lo ha indicado en diferentes oportunidades, con fundamento en los argumentos que sobre la autonomía tributaria fueron expuestos en la sentencia del 9 de julio de 2009 antes referida
.

En consecuencia, al haber sido creado el impuesto de alumbrado público por la Ley 97 de 1913 y autorizada su aplicación en los demás municipios mediante la Ley 84 de 1915, unido a las facultades otorgadas por la Constitución a dichos entes para establecer tributos, el Concejo Municipal de Yumbo podía no solo establecer en su jurisdicción el impuesto de alumbrado público que ya había sido creado por el Legislador sino que, además, era competente para determinar los elementos del tributo, como lo hizo a través de los Acuerdos acusados. Por tanto, contrario a lo sostenido por la parte actora, el ente demandado no excedió las facultades constitucionales que en materia tributaria fueron conferidas a los Concejos municipales. 

En este punto, no se comparte lo señalado por la parte apelante en cuanto a que lo establecido por el Concejo Municipal fue un impuesto al consumo de energía eléctrica y no el impuesto de alumbrado público, pues basta con leer los considerandos de los Acuerdos y la normativa que los integra para entender que lo regulado en los actos acusados fue el impuesto de alumbrado público y que la base gravable la constituye el consumo de energía eléctrica, aspecto este último que en seguida pasa a estudiarse.

La base gravable determinada en los Acuerdos demandados y su relación con el hecho imponible

La parte demandante, tanto en la demanda como en el recurso de apelación ha discutido que los Acuerdos demandados establecen como base gravable el consumo de energía eléctrica que, como servicio público domiciliario, no tiene relación con el servicio de alumbrado público.

La base gravable o elemento que permite cuantificar el hecho gravado, corresponde a la magnitud de aquél, expresada en valores monetarios, que debe ser determinada por procedimientos especiales en cada caso
.
La Sala en providencia anterior precisó que “Los métodos de determinación que fijan la cuantía de los tributos y las reglas aplicables al objeto de medición, son los de estimación directa, que extrae la mayor cantidad de datos de la realidad para medir la capacidad económica; estimación objetiva, en el que se renuncia al parámetro exacto de realidad de forma que sus datos se sustituyen por otros construidos a partir de modelos, coeficientes, etc. para ciertos sectores, actividades u operaciones, de modo que la base resultará de la aplicación de esos índices, módulos o datos, normativamente establecidos; y, el método de determinación indirecta, aplicable cuando no se puede establecer la base gravable con los dos métodos anteriores, y frente al incumplimiento de los deberes formales del sujeto pasivo, tomándose éste como hecho indiciario a partir del cual se construye una realidad que el sujeto pasivo no ha querido dar a conocer.” 
  (Negrillas fuera de texto).
El servicio de alumbrado público fue definido por la Comisión de Regulación de Energía y Gas en el artículo 1° de la Resolución 043 de 1995
, como el “servicio público consistente en la iluminación de las vías públicas, parques públicos, y demás espacios de libre circulación que no se encuentren a cargo de ninguna persona natural o jurídica de derecho privado o público, diferente del municipio, con el objeto de proporcionar la visibilidad adecuada para el normal desarrollo de las actividades tanto vehiculares como peatonales. También se incluirán los sistemas de semaforización y relojes electrónicos instalados por el municipio. Por vías públicas se entienden los senderos peatonales y públicos, calles y avenidas de tránsito vehicular”.
La anterior definición junto con la contenida en el Decreto 2424 de 2006
 tuvo en cuenta esta Corporación para señalar que el servicio de alumbrado público es un derecho colectivo
 que los municipios tienen el deber de suministrar de manera eficiente y oportuna y que, a su vez, la colectividad tiene el deber de contribuir a financiar para garantizar su sostenibilidad y expansión
.

De acuerdo con lo anterior, es necesario tener en cuenta que el objeto imponible del impuesto es el servicio de alumbrado público y, por ende, el hecho que lo genera es el de ser «usuario potencial receptor del servicio», esto es, «todo sujeto que forma parte de una colectividad que reside en determinada jurisdicción territorial. No se requiere que el usuario reciba permanentemente el servicio, porque el servicio de alumbrado público, en general, es un servicio en constante proceso de expansión»
, 

En esas condiciones, la Sala ha indicado frente a la determinación del contenido económico del impuesto de alumbrado público y, precisamente en cuanto a la determinación de la base gravable con fundamento en el consumo de energía eléctrica como servicio público domiciliario, lo siguiente
:

«En ese contexto, “el contenido económico” inmerso en el hecho generador y la “capacidad contributiva” del potencial usuario no es evidente, porque, precisamente, la mayor dificultad que ofrece la regulación del impuesto al servicio de alumbrado público es la cualificación del sujeto pasivo, la determinación del momento en que nace la obligación a su cargo y, por ende, la determinación de la magnitud cuantitativa del hecho generador con la que se pretende sufragar el costo del servicio.

Lo anterior justifica la disparidad de fórmulas que han adoptado los concejos municipales al regular el impuesto al servicio de alumbrado público y, por eso, es necesario analizar cada caso concreto a efectos de verificar que la regulación que se cuestiona tenga una referencia a una dimensión ínsita en el hecho imponible, que se derive de él, o se relacione con éste. 
 

Una de las fórmulas que han adoptado los concejos municipales es la de asociar el servicio de alumbrado público con el servicio domiciliario de energía eléctrica porque el alumbrado público forma parte del Sistema Interconectado Nacional y comparte con el servicio público domiciliario de energía eléctrica, el sistema de transmisión nacional y los sistemas de distribución. 
Bajo estos presupuestos, el sujeto pasivo del impuesto, el nacimiento de la obligación tributaria (causación)  y la magnitud del impuesto (base gravable y tarifa) coinciden con el usuario del servicio público domiciliario de energía eléctrica, con la facturación que se le formula a ese usuario y con la cantidad de kv que consume». (Negrillas fuera de texto)
Por las anteriores razones, la Sala considera que el consumo de energía eléctrica constituye un parámetro válido que permite identificar usuarios potenciales y determinar su capacidad económica a fin de vincularla con el nacimiento de la obligación de pago del impuesto de alumbrado público.
Ahora bien, la parte demandante expuso en el recurso de apelación, que las tarifas previstas en los actos demandados no consultaban los principios de equidad y progresividad y, además, discutió que se haya establecido el impuesto de alumbrado público para los predios no construidos, sobre el valor liquidado del impuesto predial, lo cual genera una doble tributación.

Al respecto, la Sala observa que tales argumentos no hicieron parte del concepto de violación expuesto en la demanda y constituyen nuevos fundamentos que solo fueron alegados en el recurso de apelación, de manera que, dentro del marco de decisión que le atañe al juez, conforme con lo previsto en el artículo 170 del Código Contencioso Administrativo, no es posible hacer un pronunciamiento sobre estos cargos, además de que con ello se vulneraría el derecho de defensa de la entidad demandada ya que ésta no habría tenido la oportunidad para defender sus intereses.  
Trámite del Acuerdo 0026 de 2001

La parte demandante discute la validez del Acuerdo 0026 de 2001 porque considera que en su trámite se violaron los artículos 25
, 31
 y 73
 de la Ley 136 de 1994 y el Reglamento del Concejo Municipal de Yumbo, toda vez que el primer debate se surtió ante la Comisión Primera cuando debió haberse realizado en la Comisión Segunda o de Presupuesto. 

En la contestación de la demanda, el apoderado del Municipio afirma que la certificación suscrita por el Secretario General del Concejo Municipal, tiene un error de transcripción al haberse hecho alusión a la Comisión del Plan y Tierras, pues fue modificada mediante el Acuerdo antes transcrito, pasando a ser la Comisión Primera o del Plan
, aspecto que solo confirma que el debate se adelantó ante la Comisión Primera que es lo que discute el demandante y que se confirma de las pruebas aportadas al proceso.

Al respecto, la Sala advierte lo siguiente:

El Acuerdo 011 de 18 de agosto de 1999, “por medio del cual se modifica el Acuerdo Municipal No. 0028 de octubre 12 de 1994, por el cual se adopta el reglamento interno del Concejo Municipal de Yumbo”, en su artículo 40 consagra:

“ARTÍCULO CUARENTA: El artículo Ciento veintidós del Acuerdo No. 0028 de 1994, pasa a ser el Artículo Ciento Diecisiete, el cual modifica y queda así:

1. COMISIÓN PRIMERA O DEL PLAN:

Es función básica de esta Comisión surtido el primer debate a los Proyectos de Acuerdos relacionados con los siguientes asuntos: (…)

4. Conocer de los Proyectos relacionados con autorizaciones al Alcalde para celebrar los respectivos contratos. (…)”.

2. COMISIÓN SEGUNDA O DE PRESUPUESTO:

La función básica de esta Comisión es surtir el primer debate a los proyectos de acuerdo relacionados con los siguientes asuntos: (…)

5. Conocer los Proyectos de Acuerdo sobre impuestos, tasas y contribuciones, gravámenes, reducciones, extensiones y redistribución por programas e incremento de tales gravámenes. (…)”.

En el caso concreto, una lectura integral del Acuerdo 026 de 2001 permite concluir que ninguna de sus normas le confirió autorización al Alcalde Municipal para para celebrar contrato o convenio alguno, lo cual excluiría, en principio, su discusión por parte de la Comisión Segunda del Concejo. 

No obstante lo anterior deben tenerse en cuenta los siguientes aspectos:

El Acuerdo 026 de 2001 modificó las tarifas establecidas en el Acuerdo 002 de 2000, cuyo artículo 1º le otorgó facultades al Alcalde para “celebrar convenios o contratos para el suministro, mantenimiento y expansión del servicio de alumbrado público, en forma directa; por concesión, o a través de sociedad de economía mixta”.

En efecto, los considerandos del Acuerdo 0026 en mención permiten establecer que el Alcalde hizo uso de la facultad prevista en el Acuerdo 002 y celebró contrato de concesión para la prestación del servicio de alumbrado público en el municipio de Yumbo. Así se señaló:

“(…) Que en cumplimiento de lo ordenado por el Honorable Concejo Municipal de Yumbo en los Acuerdos 002 del 22 de junio de 2000 y 008 de marzo 20 de 2001, la Alcaldía Municipal de Yumbo procedió a adelantar la licitación MY 001-2001 “ALUMBRADO PÚBLICO MUNICIPIO DE YUMBO”, adjudicándose finalmente la concesión mediante Resolución 0270 de agosto de 2001.

Que revisadas las tarifas de Alumbrado Público previstas en el Acuerdo 002 de junio 22 de 2000, se concluye que las mismas no se atemperan a los criterios de eficiencia económica, neutralidad, solidaridad, redistribución, suficiencia financiera, simplicidad y transparencia, tal como son definidos por el artículo 87 de la Ley 142 de 1994, y que por lo tanto las mismas deben ser modificadas.

Que se hace necesario que el municipio de Yumbo garantice la prestación del servicio de alumbrado público a todos los habitantes de Yumbo, a las generaciones presentes y futuras, como uno de los elementos de la seguridad y tranquilidad ciudadanas y de goce del espacio público (…)”. (Negrillas fuera de texto) 
De acuerdo con lo anterior, el Acuerdo 026 tuvo como finalidad modificar las tarifas del impuesto de alumbrado público que permitieran garantizar la eficiente prestación del servicio de alumbrado público a los usuarios en el municipio de Yumbo y con la imposición de tarifas que cumplan con los principios de eficiencia, económica, neutralidad, solidaridad, redistribución, suficiencia financiera, simplicidad y transparencia.

Tal intención también quedó plasmada en las discusiones que se surtieron en la “Comisión del Plan y Tierras” en la sesión del 10 de enero de 2001 y que se aportaron al expediente, en las que se debatió, entre otros aspectos, sobre las inversiones y gastos para la expansión del servicio y sobre los recursos que recibiría el concesionario para cumplir con el contrato
.

Debe precisarse que, de conformidad con el el parágrafo 2 del artículo 9º de la Resolución CREG 043 de 1995, en relación con el servicio de alumbrado público, prevé que “el municipio no podrá recuperar más de los usuarios que lo que paga por el servicio incluyendo la expansión y mantenimiento”
.
En ese contexto, no se puede desconocer que el régimen tarifario del impuesto de alumbrado público tiene una relación directa con la recuperación del costo en la prestación del servicio que, para la época de los hechos, en el Municipio de Yumbo se prestó a través de un concesionario con quien el Alcalde suscribió el respectivo contrato en virtud de la autorización conferida. 

De manera que, al tratar el Acuerdo 026 de 2001 de las tarifas del impuesto sobre el servicio de alumbrado público, podría considerarse que, en primer término, le correspondería a la Comisión Segunda o de Presupuesto, pero también es cierto que las tarifas establecidas tienen efectos y por ende, está “relacionado” con la ejecución del contrato de concesión de alumbrado público -cuya celebración fue autorizada al Alcalde- en la medida en que, como se explicó, esta es la forma en que el concesionario recupera los costos del servicio y obtiene los recursos para su expansión, es decir, que también sería susceptible de ser estudiado y aprobado en primer debate por la Comisión Primera o del Plan, máxime cuando, como se advirtió, gran parte de la discusión para el establecimiento de las tarifas fijadas en el Acuerdo tuvo relación con la remuneración del contrato de concesión para la prestación del servicio público.

Ahora bien, revisado en Reglamento del Concejo Municipal se advierte que ninguna disposición resuelve la situación que aquí se presenta, esto es, que un Acuerdo contenga temas que puedan involucrar asuntos asignados a dos o más Comisiones.

En estas condiciones, resulta relevante, como lo señaló el a quo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional en relación con los vicios de trámite en el proceso legislativo y concretamente frente al «principio de instrumentalidad», sobre el cual ha indicado: 

«Cuando se trata de analizar la constitucionalidad de una norma debido a la ocurrencia de vicios de procedimiento en el trámite legislativo, la Corte  Constitucional ha expresado que debe tener en cuenta los principios de instrumentalidad de las formas; y el in dubio pro legislatoris.

 
8.1 En cuanto al principio de instrumentalidad de las formas en el procedimiento legislativo, si bien esta Corporación ha reconocido la importancia que tienen las reglas que gobiernan el trámite de las leyes en el Congreso de la República para la realización de los postulados del Estado constitucional y democrático de Derecho, como quedó reseñado en el acápite anterior; ha puntualizado igualmente que estos requisitos constitucionales y legales que regulan el proceso de formación de las leyes no tienen como finalidad obstruir o dificultar tal proceso, sino que deben interpretarse al servicio del fin sustantivo que cumplen. Lo anterior, dado que estos procedimientos no tienen un valor en sí mismos, sino que constituyen los medios o presupuestos de carácter procedimental para el aseguramiento de los fines materiales del Estado constitucional y democrático de Derecho.[27]
 

En este sentido, la Corte ha señalado que“(…) las formas procesales no tienen un valor en sí mismo y deben interpretarse teleológicamente al servicio de un fin sustantivo (…)”[28], y por tanto, este principio enunciado tiene plena aplicación en la interpretación de las reglas constitucionales que gobiernan la aprobación de las leyes. [29]  Así mismo, ha expuesto que “no cualquier falla procedimental constituirá vicio de inconstitucionalidad, pues en virtud del principio de instrumentalidad de las formas algunos defectos pueden ser intrascendentes, otros pueden ser suplidos por mecanismos expresamente previstos en las normas vigentes, otros pueden ser saneados a lo largo del proceso legislativo y otros serán vicios subsanables bajo ciertas condiciones.  Así pues, no toda irregularidad en el trámite del proyecto da lugar a la materialización de un vicio de procedimiento. (…) (Resalta la Sala)»

Lo anterior resulta pertinente al asunto sub examine porque aunque se considerara que en estricto sentido el proyecto de Acuerdo debió haber sido estudiado en primer debate en la comisión segunda por tratar de un tema tributario, como es la tarifa, el hecho que su estudio haya sido realizado por una Comisión distinta, no constituye un vicio trascendente, de acuerdo con la jurisprudencia transcrita, máxime si se tiene en cuenta que, como se advirtió, el proyecto de Acuerdo contempla asuntos que también tienen una relación directa con un contrato para cuya celebración se le habían conferido facultades al Alcalde Municipal. 

Por lo anterior, el estudio del proyecto en la comisión primera o del plan, no trae consigo una nulidad sustancial que afecte la validez del acuerdo.
Por las razones expuestas, no se dará prosperidad al recurso interpuesto por la parte demandante y, en consecuencia, se confirmará la sentencia de primera instancia.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley

FALLA:

CONFÍRMASE la sentencia del 30 de septiembre de 2011 del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca.

Cópiese, notifíquese, devuélvase el expediente al Tribunal de origen y  cúmplase.
La anterior providencia fue estudiada y aprobada en sesión de la fecha.

	CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ 

Presidenta de la Sección
	HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS 
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